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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 24
        Junio 17 y 19 de 2013
 


Por tratarse del ejercicio de un control abstracto, la acción pública de inconstitucionalidad debe basarse en un cuestionamiento del contenido normativo que se acusa y no de su aplicación e interpretación en un caso particular de las cuales se disiente
	 IV.  EXPEDIENTE D-9318  -  SENTENCIA C-352/13  (junio 19) 

        M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


1.
Norma acusada

DECRETO 624 DE 1989

(marzo 30)

Por el cual se expide el Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección general de Impuestos Nacionales 

ARTICULO 206. RENTAS DE TRABAJO EXENTAS. Están gravados con el impuesto sobre la renta y complementarios la totalidad de los pagos o abonos en cuenta provenientes de la relación laboral o legal y reglamentaria, con excepción de los siguientes:

7. <Inciso 1 y 2 INEXEQUIBLES>

En el caso de los Magistrados de los Tribunales y de sus Fiscales, se considerará como gastos de representación exentos un porcentaje equivalente al cincuenta por ciento (50%) de su salario. Para los Jueces de la República el porcentaje exento será del veinticinco por ciento (25%) sobre su salario. 

En el caso de los rectores y profesores de universidades oficiales, los gastos de representación no podrán exceder del cincuenta por ciento (50%) de su salario. 
2.
Decisión 
INHIBIRSE de proferir pronunciamiento de fondo sobre el apartado demandado del numeral 7 del artículo 206 del Estatuto Tributario, por ineptitud sustantiva de la demanda.

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte encontró que los cargos de la demanda planteados contra algunas expresiones del numeral 7 del artículo 206 del Estatuto Tributario, están estructurados con base en una aplicación e interpretación de la norma que la DIAN ha hecho a través de varios conceptos, de la cual la demandante deriva toda suerte de inequidades, que provoca la aplicación de esa disposición a sujetos específicos en condiciones muy especiales. Para la Corporación, el cargo no se encuentra adecuadamente formulado y desnaturaliza el juicio abstracto de constitucionalidad cuando el demandante no acusa realmente el contenido de la norma sino que utiliza la acción pública para resolver un problema particular. En realidad, no existe materialmente el cargo si la demandante no está acusando el contenido de la norma sino que utiliza la acción pública para resolver un problema particular, que se deriva de la que considera una indebida aplicación de la disposición en un caso específico. En la medida en que el ciudadano actúa en ejercicio de una acción pública, tiene el deber de estructurar un cargo general y propiamente constitucional contra la norma legal que impugna.

En tales condiciones, la Corte ha considerado que se impone un fallo inhibitorio cuando la demanda es inepta, cuando no es claro que la posible omisión legislativa resulte del precepto acusado, ni la demandante precise con rigor cuáles fueron los contenidos omitidos realmente asimilables que resultan inconstitucionales. 

